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			Introducción

			En el año 2014, el Partido Comunista de Chile, por tercera vez en su extensa historia, aportó con militantes de sus filas a un equipo ministerial de gobierno. Claudia Pascual, designada directora del Servicio Nacional de la Mujer, y Marcos Barraza, como subsecretario de Previsión Social (posteriormente asumió como Ministro de Desarrollo Social), encabezaron el contingente de militantes comunistas que ingresaron al segundo gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet Jeria. La coalición denominada «Nueva Mayoría» derrotó sin sobresaltos a la derecha en la segunda vuelta presidencial y se aprontaba a intentar cumplir un ambicioso programa de reformas políticas y sociales. De esta manera, con la alianza entre el Partido Comunista y los partidos pertenecientes a la extinta Concertación de Partidos por la Democracia, se inició un mandato presidencial cuya principal promesa era que se diferenciaría del ciclo 1990-2010 a través de la implementación de un conjunto de medidas que, supuestamente, comenzarían el desmontaje del modelo neoliberal imperante en Chile desde los tiempos de la dictadura.

			Algunos años antes, este escenario de alianzas políticas resultaba impensable. Por un lado, la entonces poderosa Concertación rechazaba cualquier contacto formal o acuerdo con la llamada «izquierda extraparlamentaria». El alto caudal de apoyo electoral que poseía, le permitía desechar su apoyo. Por otro lado, los comunistas y otras organizaciones de izquierda no obtenían resultados electorales que los convirtieran en una alternativa política real ante las dos coaliciones mayoritarias. Atrincherados en planteamientos anticapitalistas y críticos del gradualismo concertacionista, su política consistió en denunciar la continuidad del modelo político y económico de la dictadura durante el restablecido régimen democrático chileno. Sin embargo, sus planteamientos no tenían una incidencia social y política que les permitiera convertirse en actores relevantes de la realidad nacional.

			En este contexto, uno de los hechos significativos en la historia reciente del sistema de partidos chileno fue la progresiva aproximación de los comunistas hacia las colectividades que conformaban la Concertación, las mismas a las que por casi 20 años denunció por su supuesta falta de voluntad política para modificar el legado dictatorial. 

			Durante la primera década del siglo XXI, la tienda de la hoz y el martillo estaba lejos de su época de esplendor que experimentó antes del golpe de Estado de 1973. En aquella etapa obtenía altos porcentajes electorales, contaba con una amplia representación parlamentaria, una reconocida fortaleza en el mundo de las organizaciones sociales (sindicales, territoriales y estudiantiles) y otro tanto en el de la cultura y los intelectuales. Sin embargo, hacia comienzos de la década de 2000, el comunismo chileno había logrado sortear durísimas pruebas. A nivel internacional, el derrumbe del campo socialista y el fin de la Unión Soviética fue un golpe casi demoledor, que lo obligó a repensar parte de su imaginario político. Asimismo, la salida pactada de la dictadura significó el fracaso de su línea política que buscaba derrocarla por medio de una insurrección popular. Miles de militantes abandonaron la organización y muchos vaticinaron su desaparición. En todo caso, sobre la base de refugiarse en aspectos fundamentales de su ortodoxia identitaria, la modificación paulatina de algunos de sus definiciones teóricas y políticas y, sobre todo, gracias a su relativamente exitosa inserción en algunas poderosas organizaciones sociales, el Partido Comunista todavía era un actor en la arena política chilena. En este sentido, su influencia se expresaba en el campo social, porque, a nivel político, el efecto combinado de sus porcentajes electorales (alrededor del 5%) y las características del sistema electoral legado por la dictadura le impedía tener representación parlamentaria. 

			Dentro de este marco general, el presente texto busca indagar en el sinuoso camino que el Partido Comunista de Chile recorrió durante la década de 2000. El período comenzó con una radical oposición al gobierno del presidente Ricardo Lagos Escobar, considerado en algún momento como «cómplice de la derecha», y se cerró en el verano de 2010 con la firma de un acuerdo político para apoyar en la segunda vuelta a Eduardo Frei Ruiz-Tagle, el candidato de la Concertación que fue derrotado por el derechista Sebastián Piñera Echenique. La pregunta que intentaremos contestar a lo largo de las siguientes páginas es: ¿cómo explicar históricamente la manera que el PC evolucionó desde su radical oposición a la Concertación hasta terminar pactando acuerdos electorales y políticos con esta coalición? En otras palabras, intentaremos evaluar los aspectos que influyeron en la dinámica que moderó la línea política de los comunistas. Para responder a esta interrogante, consideramos que confluyeron históricamente cuestiones relacionadas con la política nacional y los altibajos de los esfuerzos comunistas por convertirse en actores políticos con incidencia dentro del quehacer nacional.

			Reconstruir la historia del Partido Comunista de Chile durante del siglo XXI es una labor que recién comienza, lo que se manifiesta en la inexistencia de trabajos monográficos sobre su trayectoria histórica más reciente. Todavía priman las obras que se focalizan en sus orígenes, primeros años de existencia y desarrollo dentro del movimiento obrero chileno1 y los que se centran en el período de la dictadura militar, en donde los comunistas abandonaron su tradicional moderación política a cambio de posiciones insurreccionalistas y un fuerte énfasis en la lucha armada.2 Sobre el período de la posdictadura, pero centrado en la década de 1990, se ha planteado que el Partido Comunista de Chile experimentó un lento ocaso político producto de no ser capaz de desprenderse de sus concepciones ligadas al marxismo-leninismo de raigambre soviética. El carácter antidemocrático de sus adscripciones ideológicas (dictadura del proletariado, asalto al poder, vanguardismo) lo habrían condenado a un progresivo aislamiento político y virtual desaparición como un actor político y social relevante en el país.3 Desde una perspectiva opuesta a la anterior, hemos planteado que el Partido Comunista desarrolló durante la década de 1990 su propio proceso de adaptación política e ideológica a la nueva realidad nacional e internacional. De esta forma, insertándose de manera relativamente exitosa en algunas organizaciones sociales (especialmente sindicales y estudiantiles) y sosteniendo sus posiciones anticapitalistas, aunque intentando adaptarla al nuevo período histórico que el país vivía, el PC habría intentado proyectar su existencia hacia el siglo XXI. Los resultados de esta apuesta, con luces y sombras, habrían tenido como principal logro la subsistencia de la organización.4 Por su parte, algunos protagonistas de la época han publicado sus memorias sobre este período, a través de las cuales han detallado su papel en aquel período y sus visiones sobre los hechos que les tocó protagonizar. 5

			Existen diversas interpretaciones sobre las administraciones concertacionistas que gobernaron el país durante la primera década del siglo XXI. Por un lado, un conjunto de trabajos, que las analizan desde diversos puntos de vista, han enfatizado que no solo administraron la herencia de la dictadura, sino que profundizaron el modelo neoliberal y perpetuaron la existencia de un régimen político no democrático.6 Matizando esta visión, otros autores reconocen la continuidad del neoliberalismo, pero también la realización de reformas significativas. Esto permitiría concluir, desde el punto de vista de los objetivos democratizadores iniciales del conglomerado, un balance con aspectos positivos y negativos de los cuatro mandatos presidenciales concertacionistas.7 Desde otro punto de vista, se ha criticado que los gobiernos de la Concertación, si bien habrían sido exitosos en materia económica, habrían fallado en profundizar la democracia y perfeccionar la representatividad del sistema político. Esto habría generado como resultado un régimen democrático que restringía los derechos ciudadanos y, de paso, un profundo descrédito de la política ante la ciudadanía.8 En esta línea, se ha afirmado que los años de la posdictadura se caracterizaron por la opción gradualista para terminar con los enclaves autoritarios de la dictadura, conducidos por una élite política que, con el tiempo, se alejó de los intereses de la ciudadanía. Este proceso sería uno de los causales de la crisis de la política en el Chile de comienzos del siglo XXI.9 Por otra parte, existen balances que evalúan de manera mucho más positiva su gestión en el ámbito político, económico y social, enfatizando la recuperación de la vida democrática, la disminución de la pobreza, las reparaciones en materia de derechos humanos y los logros de las políticas públicas en general.10 Desde otras perspectivas, se ha analizado el papel de las medidas del gobierno de Ricardo Lagos en el marco de los cambios culturales que el país experimentó durante el primer lustro del nuevo siglo.11 

			Respecto a las características socio-culturales del período en el que se desplegó la disputa política durante estos años, el cambio de siglo estuvo dominado por lo que algunos autores denominaron como la «lavinización» de la política. De esta manera se hace referencia a la creciente despolitización de amplias franjas de la población y a la exitosa inserción de la derecha en los sectores populares, basada en una fórmula de hacer política vaciándola de contenidos programáticos.12 

			Sobre el papel de los actores sociales en la historia reciente de Chile, se ha planteado que su debilidad les impidió modificar políticas públicas como las de salud.13 En el caso de los gremios empresariales, estos habrían iniciado un ciclo de colaboración y cercanía con los gobiernos concertacionistas, sin perder su capacidad de influencia como grupo de presión.14 Por su parte, se ha reconocido el impacto de las protestas estudiantiles de 2006, como reflejo de la crisis del sistema educacional chileno y la activación del descontento social.15 Respecto al movimiento sindical, se han evaluado las causas y la profundidad de la crisis de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), expresada en este periodo en bajas tasas de sindicalización, problemas de representatividad y escasa capacidad de convocatoria.16 Otros análisis, sin desconocer el carácter global de las transformaciones de los actores sociales, han explicado su debilitamiento en el Chile posdictatorial por efecto de las medidas tomadas por los gobiernos concertacionistas, incapaces de revertir los efectos sociales de la aplicación del modelo económico neoliberal en Chile.17

			Desde el punto de vista de la historia de los partidos políticos, la politología ha debatido sobre las motivaciones que explican el cambio en estas organizaciones. En general, se ha planteado que la raíz del comportamiento de estos se explica por la combinación entre las exigencias emanadas de las competencias electorales y las dinámicas internas de la organización. Algunos autores enfatizan el primer aspecto como el determinante del cambio en los partidos.18 Por su parte, se ha señalado que buscan como meta final la maximización de apoyo electoral, y se verían obligados a modificar sus contenidos y mensajes en función de obtener adhesiones de los electores.19 Sin embargo, estos planteamientos han sido matizados con ópticas que consideran que simplifican la explicación de su comportamiento. En este sentido, se propone considerar que no son organizaciones unitarias y que actúan en base solo a la racionalidad. Aspectos como los compromisos ideológicos y la consecución de objetivos políticos serían fundamentales para asegurar la permanencia de los militantes en sus respectivas colectividades. Por ello, los dirigentes que cambian en demasía las orientaciones políticas e ideológicas de la organización, arriesgarían perder «recursos humanos» (militantes). De esta forma, los partidos políticos no estarían solamente orientados por el objetivo de obtener respaldo electoral.20 Finalmente, es importante rescatar las tesis que explican el cambio partidario como un fenómeno discontinuo, es decir, que reducen el marco temporal para entender el cambio. Así, este se produciría por la combinatoria de factores externos (una derrota electoral, por ejemplo), que catalizaría procesos internos en la organización (crisis y cambios en su núcleo dirigente). Esto se traduciría en cambios en el partido y la definición de nuevos objetivos.21 Esto se complementa con la hipótesis que asigna un papel fundamental al momento fundacional de la organización. Así, los partidos nacen basados en un sistema de «solidaridad», guiados por una causa común, con alta participación de la militancia. Con el paso del tiempo, se convertirían, mediante un proceso de institucionalización, en una organización que se mueve por intereses y su núcleo dirigente tendería a oligarquizarse. Así, se pasaría del predominio de los intereses colectivos, amplia capacidad de maniobra de los dirigentes y una estrategia que intenta modificar las condiciones ambientales, a otra en que prevalecen los intereses de la burocracia que dirige la organización, se restringe la libertad de maniobra y tiende a adaptarse a las condiciones ambientales, para no perder las posiciones que se han alcanzado. Lejos de ser pensado como un modelo estático, las variables entre el momento originario y los posteriores a la institucionalización se combinan, por lo que no existiría una «historia natural» válida para todos los partidos. Esto se ratificaría por el carácter independiente, no controlado por la colectividad, de los factores ambientales externos.22

			A partir de este estado de la discusión, la hipótesis de este libro enfatiza la importancia de los factores exógenos al Partido Comunista, especialmente relacionados con sus exiguos resultados electorales, como uno de los elementos fundamentales para entender la trayectoria de su historia reciente. Sostenemos que los afanes de convertirse en una organización políticamente influyente,estuvieron en la raíz de su inesperada aproximación a la Concertación de Partidos por la Democracia. En este sentido, estimamos que los resultados en las elecciones presidenciales, parlamentarias y municipales encaminaron a la organización a moderar su discurso, en función de lograr acuerdos político-electorales con el oficialismo. Sin embargo, siendo un partido cuyo origen fundacional estuvo marcado por un proyecto ideológico muy definido, ligado a la tesis de la sustitución de la sociedad capitalista, la adaptación de la dirigencia comunista a la realidad chilena del siglo XXI trajo conflictos con algunas franjas de militantes. Por lo tanto, recogiendo el debate de la ciencia política que intenta explicar el comportamiento de los partidos, estimamos que los factores ambientales fueron decisivos para entender el curso que siguió el Partido Comunista de Chile durante la primera década del siglo XXI.

			De acuerdo a nuestro planteamiento, la definición política de los comunistas de levantar una «tercera fuerza» de izquierda, alternativa a la Concertación y la derecha, proveniente de comienzos de la década de 1990, entró en crisis tras el fracaso de la candidatura presidencial de Gladys Marín en 1999, cuando se amplificaron las voces críticas al interior de la organización. La nueva definición política luego de estas elecciones fue lo suficientemente laxa como para contener las distintas sensibilidades que se desarrollaron al interior del PC, a saber, desde los más anticoncertacionistas hasta los partidarios de acercarse a la coalición de centroizquierda. La inesperada enfermedad de Gladys Marín, representante de los sectores más partidarios del «camino propio» independiente de la Concertación, facilitó la progresiva reorientación de la línea política el PC, que hacia el segundo lustro de la década del 2000 se orientó cada vez más hacia lograr acuerdos electorales con las fuerzas del oficialismo.

			En este esquema general, es necesario complejizar la variable electoral sumándole al menos otros dos aspectos. En primer lugar, uno interno a la colectividad, referido a la constatación de las dificultades de activar a las organizaciones sociales detrás de un programa antineoliberal radical, tal como lo había promovido desde la década de 1990. En este sentido, apareció como insuficiente la opción de alojarse en estas para promover los cambios políticos. En segundo lugar, la lenta erosión electoral de la Concertación, producto de múltiples causas (crisis de la política, casos de corrupción, mayor competitividad de la derecha, etc.), provocó que esta, antes reacia a entenderse con los comunistas, estuviera dispuesta a lograr acuerdos con el PC. De esta manera, hacia fines de la década, las necesidades políticas de ambos terminaron por cuajar en la firma de un acuerdo electoral para apoyar a Eduardo Frei Ruiz-Tagle en la segunda vuelta de las elecciones presidenciales desarrolladas el año 2009.

			La presente investigación se realizó sobre la base de las numerosas fuentes públicas disponibles para abordar la historia reciente del país. En este sentido, hemos complementado la utilización de la prensa partidaria con la de circulación nacional, mayoritariamente crítica de la posiciones del Partido Comunista de Chile. También hemos visitado blogs y páginas de Internet, en donde es posible encontrar huellas de los sectores críticos a las posiciones de la dirección comunista. Por otra parte, hemos accedido a documentación interna de la organización, lo que nos permite ahondar en sus debates y discusiones internas y externas. Los textos de los plenos del Comité Central, folletos con discursos de sus dirigentes y la documentación de los torneos partidarios (congresos y conferencias nacionales) nos permitieron llevar a cabo esta tarea. En particular, destaca el acceso a la documentación de los congresos regionales del Congreso del año 2002, que demuestran las características de las críticas y matices con la dirección del PC a nivel de la base militante.

			Por último, es importante puntualizar dos aspectos en relación a los alcances de este libro. Durante la primera década del siglo XXI se comenzaron a registrar importantes cambios culturales y sociales en el país. Irrumpieron con fuerza temáticas como el de las relaciones de género, el divorcio, la diversidad sexual, entre otros aspectos. El carácter marcadamente conservador de la década de 1990 comenzó a declinar de la mano del fin de la influencia de Pinochet en la política chilena. Junto a lo anterior, también fue una época de rearticulación y reformulación del mundo social. La irrupción de las demandas ecologistas, étnicas y estudiantiles, y también las nuevas formas de organización y articulación de estas, fue una de las características de la década. El presente libro no ahondará en estos aspectos, salvo por las referencias que desde el PC se hacían a estos fenómenos. En este sentido, la opción del texto es concentrarse en la historia política del período y las formas que el Partido Comunista se relacionó con los gobiernos de la época y la coalición que respaldaba a este. Sin embargo, las conexiones problemáticas entre las fuerzas de izquierda y estas transformaciones culturales y sociales en el tejido social chileno durante estos años son una variable importante para comprender la dinámica de la época, si bien no constituyen el foco de atención de este trabajo. 

			El presente libro se estructura en cinco capítulos. El primero comienza con el traumático período poselecciones presidenciales de 1999, cuando quedó en evidencia que la célebre «unidad de acción» del PC estaba trizada. Casi la mitad de su Comité Central había apoyado la tesis de apoyar a Ricardo Lagos en la segunda vuelta de enero de 2000 y varios de sus integrantes habían hecho públicas sus posturas, rompiendo la tradicional disciplina comunista. El segundo capítulo se abre en 2002, cuando los comunistas adoptaron la política del «viraje» hacia el mundo social, expresión de la radicalización de su oposición a la Concertación y el modelo neoliberal. En el ámbito social, esto se tradujo en el desarrollo del llamado «sindicalismo socio-político». El tercer capítulo se inicia en 2004, cuando Gladys Marín, a la sazón Presidenta del partido, se retiró de la actividad política producto de una grave enfermedad. Los buenos resultados electorales de la coalición Juntos Podemos y la coyuntura que abrió la segunda vuelta de las elecciones presidenciales de 2005, marcaron los primeros signos de aproximación entre los comunistas y la Concertación. El cuarto capítulo y el epílogo describen los acuerdos electorales entre el PC y el oficialismo, de cara a las elecciones parlamentarias de 2008 y la segunda vuelta de las presidenciales de 2009. Además, contextualizan cómo esta política, que se resumió en la tesis denominada «el gobierno del nuevo tipo», generó fracturas y quiebres con sectores que se opusieron al giro moderado realizado por la dirección del partido.

			Este libro es resultado del proyecto Fondecyt n° 1150583 «El Partido Comunista de Chile: Cambios y continuidades de su imaginario y cultura política (1990-2010)», del cual fui su investigador responsable. Debo agradecer el compromiso del equipo de investigación del proyecto, compuesto por los historiadores Fernando Pairican Padilla, José Ignacio Ponce López y Jorge Navarro López y las historiadoras Raquel Aránguez Muñoz y Ximena Urtubia Odekerken. Muchas de las ideas y planteamientos que se desarrollan a lo largo de las páginas de este trabajo, fueron producto de discusiones colectivas con este equipo. También quiero agradecer a Danilo Rojas, Guillermo Scherping, Marco Riquelme, Elvira González («Naty»), Manuel Olate, Leandro Torchio y Elías Cruces, por colaborar de distintas formas con el desarrollo de esta investigación.
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			Capítulo I
Nuevos vientos de crisis y los orígenes del «viraje» del Partido Comunista de Chile (2000-2001)

			El inicio del mandato presidencial del presidente Ricardo Lagos Escobar estuvo marcado por algunos hitos fundamentales. En primer lugar, pocos días antes de asumir la primera magistratura del país, el exdictador Augusto Pinochet Ugarte regresó de su cautiverio en Londres. El principal argumento de la administración del presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle para solicitar el retorno de Pinochet, había sido que en Chile existían condiciones para que fuera sometido a la justicia, como cualquier otro ciudadano del país. Asimismo, como manera de demostrar voluntad política para resolver la cuestión de las violaciones de los derechos humanos cometidas durante la dictadura, se creó la llamada «Mesa de Diálogo». Esta instancia reunió a las fuerzas armadas, un sector de abogados de derechos humanos (afines al oficialismo) y a representantes del gobierno de Frei. Su objetivo, se decía, era recabar información para encontrar los restos de los detenidos-desaparecidos durante el período dictatorial. De esta forma, el presidente Lagos enfrentó, durante sus primeros meses al frente del país, la compleja tarea de intentar concordar una fórmula para terminar con la problemática de las violaciones de los derechos humanos, la cual no había salido de los primeros lugares de la agenda política desde octubre de 1998, cuando fue detenido Pinochet en Londres. 

			De manera paralela, desde el punto de vista político, los primeros años de la administración Lagos fueron paradojales. A pesar de haber sido derrotada en la segunda vuelta presidencial efectuada en enero de 2000, la derecha sacaba cuentas alegres. Había rozado el 50% de las preferencias –impensable en las presidenciales de 1993–, contaba con un líder político muy bien posicionado en las encuestas (Joaquín Lavín) y, por primera vez desde el retorno a la democracia en 1990, se reconocía la posibilidad de que este sector podría acceder al poder ejecutivo por la vía democrática. Esta situación, de cara a las elecciones municipales de 2000 y las parlamentarias de 2001, los ubicaba en una posición expectante y con capacidad de negociación ante el gobierno. Además, este todavía no contaba con mayoría en el parlamento, por lo que se repetían las condiciones para el desarrollo de la lógica gradualista de la Concertación, basada en acuerdos políticos con la derecha.23

			Por último, la economía chilena todavía no se recuperaba de los efectos negativos provocados por la crisis asiática, que golpeó al país a partir de 1998. La baja de la tasa de crecimiento se expresó en el incremento del desempleo y la contracción del consumo interno. En el marco de una economía dependiente de la inversión del sector privado, el beligerante comportamiento de los gremios empresariales contra el nuevo gobierno se convirtió en otro de los desafíos que este debió enfrentar. Así, los principales gremios empresariales, alineados con la defensa de Pinochet y las posiciones de la derecha, se convirtieron en un duro adversario de Lagos por lo menos hasta el año 2002, fecha en la que cambió la orientación política de la Confederación de la Producción y el Comercio (CPC).24

			Este contexto era adverso para el Partido Comunista de Chile. Por un lado, el gobierno de Lagos, al concentrarse en intentar resolver los casos de violación a los derechos humanos durante la dictadura, restó protagonismo a los comunistas. Con la detención de Pinochet de 1998 renació el antipinochetismo, cuestión que en parte capitalizó el PC, que se puso a la cabeza de las protestas contra el exdictador. Sin embargo, a partir del año 2000, parte del control de esa agenda pasó a manos de Lagos, que insistió en hacer «gestos» en materia de derechos humanos y sometimiento de las fuerzas armadas.25 Por otra parte, el sentido común dominante sobre el eventual triunfo de Joaquín Lavín en las lejanas próximas elecciones presidenciales de 2005, actuaban como un efecto-demostración sobre la capacidad hegemónica del modelo neoliberal sobre la conciencia de la población del país. Los comunistas debían preguntarse sobre la viabilidad de su tradicional optimismo vis a vis a las posibilidades del desarrollo de sus planteamientos políticos entre la ciudadanía. 

			Todo esto se condimentó con los magros resultados obtenidos en las elecciones presidenciales de 1999 por Gladys Marín, su máxima líder. El posterior traumático proceso que definió llamar a anular el voto en la segunda vuelta presidencial, gatilló una crisis política en el conglomerado. La oposición de un segmento importante del comité central y el escaso eco que tuvo el llamado a votar nulo, fueron los componentes que dieron forma a la crisis. Personificada en la figura del presidente del Colegio de Profesores, Jorge Pavez, el conflicto al interior del PC puso en jaque la estrategia de sobrevivencia que había desarrollado a lo largo de la década de 1990, basada en la pervivencia de lo que hemos denominado como el estilo político de los «hijos e hijas de la Rebelión Popular». La subsistencia del PC luego del desplome del muro de Berlín se había sostenido en la prolongación de una línea política antineoliberal, crítica de los gobiernos democráticos de los presidentes Aylwin y Frei Ruiz-Tagle, y en la agitación de movilizaciones a través de las organizaciones sociales en donde los comunistas contaban con presencia (profesores, trabajadores de la salud, estudiantes). Esta estrategia tenía como objetivo construir una «tercera fuerza», claramente de izquierda antineoliberal y anticapitalista, que fuera alternativa a la Concertación y la derecha. Para muchos, los malos resultados conseguidos por Gladys Marín parecían poner en entredicho esta línea política. Al igual que a comienzos de la década de 1990, el Partido Comunista comenzaba el siglo XXI sumido en una crisis que exigía hacer definiciones políticas de fondo.26

			Desde el punto de vista del contexto nacional, durante el año 2000 se produjeron dos debates que ratificaron la opción del PC de plantearse como oposición de izquierda al nuevo gobierno. El primero se relacionó con el sensible tema de los derechos humanos. En junio de aquel año, el juez Juan Guzmán Tapia desaforó al general Pinochet, señalando que existían antecedentes para acreditar su participación en el caso denominado «Caravana de la Muerte», en el que fueron asesinados numerosos presos políticos semanas después del golpe de Estado del 11 de septiembre de 1973.27 Esta situación tensionó las relaciones con el Ejército y aceleró la búsqueda de acuerdos para «cerrar» esta problemática. Antes de esta coyuntura, sectores de derecha se habían adelantado en proponer vías de solución. Como era la tónica desde la década anterior, exigieron el fin del procesamiento de militares y civiles involucrados en crímenes que violaron los derechos humanos, por medio de la aprobación de una ley de «punto final». A cambio, se abrían a eliminar a los senadores designados, uno de los enclaves autoritarios legados por la dictadura. A pesar del rechazo del nuevo gobierno a una ley de punto final, los trascendidos de prensa enfatizaban la disposición del oficialismo de llegar a un acuerdo para «terminar la transición».28 En ese marco, el desafuero de Pinochet provocó la indignación del Ejército. El general Ricardo Izurieta, su comandante en jefe, rompiendo una vez más el carácter no deliberante de su institución, señaló que la medida judicial contra el exdictador era «una situación que no me satisface». Semanas más tarde, en la víspera que la medida se diera a conocer, se reunió el cuerpo de generales para tratar la cuestión de los procesos judiciales por causas de derechos humanos, que culminó con una declaración pública que fue considerada como una nueva señal de deliberación.29

			Aunque el presidente Lagos se mostró intolerante a las declaraciones políticas de los uniformados, de todas maneras no abandonó la cultura política concertacionista de buscar pactos con sus adversarios de derecha y con el ejército. Así, solo un par de semanas después que se diera a conocer la resolución de desafuero contra Pinochet, el ejecutivo logró un acuerdo supuestamente histórico. En la «Mesa de Diálogo», las fuerzas armadas se comprometieron, ante el ejecutivo y los abogados de derechos humanos que participaban en la instancia, a recabar «toda la información» disponible sobre el paradero de los detenidos desaparecidos, bajo el acuerdo implícito que se aplicara la ley de amnistía a los involucrados una vez entregada la información. Además, las instituciones castrenses condenarían estos crímenes y el uso de la violencia política. Paralelamente, el ejecutivo tomaría medidas legislativas para acelerar los juicios existentes y, de esta forma, terminar para siempre con el llamado «problema» de los derechos humanos.30

			Ante estos hechos, la reacción del Partido Comunista fue tajante. Gladys Marín no vaciló en calificarla como «una siniestra operación», en la que estaba involucrado el gobierno, la derecha y «el militarismo». A través de esta maniobra, se decía, el Estado chileno estaba denegando la justicia y reiteraba que la vía judicial era la única que debía seguirse en materia de derechos humanos.31 Hacia fines de ese año, el juez Sergio Muñoz procesó a dos generales en servicio activo (Fernando Torres Silva y Hernán Ramírez Hald), en el marco del asesinato del dirigente sindical Tucapel Jiménez, ocurrido el año 1982. Cuando el gobierno estimaba que tenía controlado el «caso Pinochet», este nuevo episodio lo obligó a rediseñar su estrategia. Esto se vio agudizado cuando en diciembre el juez Guzmán decidió encargar reo a Pinochet por el caso de la «Caravana de la Muerte». El general quedó con arresto domiciliario, desatando la ira del Ejército. Frente a esta situación, el presidente Lagos convocó al Consejo de Seguridad Nacional, uno de los símbolos de los enclaves autoritarios legados por la dictadura.32 En la reunión, las fuerzas armadas, de manera desembozada, declararon que la cuestión de los derechos humanos debía tener una solución política y no judicial. El presidente Lagos, quien había hecho un «gesto» al Ejército al convocar a la criticada institución, optó por reafirmar la tesis de la vía judicial y su confianza en los resultados que arrojaría la información recabada por la Mesa de Diálogo, la que estaba próxima a entregar los supuestos antecedentes sobre el destino de los restos de los desaparecidos, lo que podía abrir el camino para el cierre de los casos.33

			Por este motivo, solo unos días después de la reunión del COSENA, las fuerzas armadas dieron a conocer los resultados de su investigación interna. En una carpeta entregada al presidente Lagos y a las iglesias del país, informaron supuestos datos sobre alrededor de 200 «desaparecidos». Según el documento castrense, todos ellos habían sido arrojados al mar. En el listado se incluían nombres de los dirigentes clandestinos del PC secuestrados en 1976, entre los que se contaba el de Jorge Muñoz Poutays, esposo de Gladys Marín.34 La estrategia de los uniformados era clara: se había hecho un gesto al reconocer su participación en los crímenes, se informaba que los cuerpos no podrían ser encontrados y, por lo tanto, correspondía cerrar las investigaciones y aplicar la ley de amnistía en caso de existir procesados.

			Por su parte, la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, abogados de derechos humanos como Carmen Hertz y fuerzas de izquierda como el Partido Comunista, se declararon incrédulos ante la información proporcionada por las fuerzas armadas. Gladys Marín fue enfática al señalar que «la verdad no está en el mar». Otro dirigente del PC la definió como parte de una operación que representaba «la más grande ofensiva hacia la impunidad».35 Solo unos pocos meses más tarde, se ratificaría la falsedad de la información proporcionada a la «Mesa de Diálogo» por los institutos castrenses. En mayo de 2001 se identificaron los restos del militante comunista Juan Luis Rivera Matus, localizados en los terrenos del Fuerte Arteaga, perteneciente al Ejército. Así, la operación política representada por la Mesa de Diálogo, destinada a la solución de los casos de derechos humanos, quedó herida de muerte. En la práctica, se terminó imponiendo la vía judicial.

			Nos hemos detenido en la trayectoria que siguió el intento del presidente Lagos por resolver esta materia, porque representaba un área de especial sensibilidad para los comunistas. Al interior de la colectividad podían existir discrepancias sobre otros aspectos, pero respecto a este tópico era unánime la demanda de «verdad y justicia». Era, por lo tanto, una demanda que aglutinaba a la militancia detrás de sus dirigentes. Por ello, en un contexto de cuestionamientos luego de los resultados de la presidencial de 1999 y las diferencias sobre apoyar o no a Ricardo Lagos en la segunda vuelta, el desafuero de Pinochet facilitó consensuar posiciones ante el nuevo gobierno. Como dice el cientista Felipe Agüero, el presidente Lagos no dio su brazo a torcer ante la deliberación castrense.36 Pero sus conversaciones con los uniformados, en donde se negociaron formas de oxigenar el descontento militar, unido a las conversaciones con la derecha, generaron rechazo en las filas del PC. Las sospechas de que se estaba incubando un nuevo intento de imponer una ley de «punto final» –tal como lo había tratado de hacer el gobierno de Eduardo Frei Ruiz-Tagle- circulaba en el clima político de la época. El rechazo a la forma como el oficialismo abordó la demanda de «verdad y justicia» en materia de derechos humanos, se reafirmó al conocerse la falsedad de la información de los resultados de la «Mesa de Diálogo». Familiares, como los de Juan Rivera Matus, vivieron un doble dolor, al tener que despedir en dos ocasiones a sus deudos. Una ante el mar, donde supuestamente habían sido arrojados sus restos, y otro ante sus restos óseos encontrados en recintos militares. 

			Estos aspectos subjetivos de la política incidieron de manera gravitante ante una militancia que podía ser crítica frente a la conducción encabezada por Gladys Marín, pero que no dudaba de su posición intransigente en materia de derechos humanos. Esta temática fue un factor importante para que el PC se posicionara rápidamente como opositor al mandato presidencial de Ricardo Lagos. Pero hubo otros aspectos sensibles que coadyuvaron en esta dirección, específicamente el debate en torno a las reformas laborales.

			Durante la campaña presidencial, el presidente Frei Ruiz-Tagle presentó un proyecto de reforma laboral que fue rechazado por la derecha. Al fragor del debate, el candidato Ricardo Lagos prometió retomar el proyecto, especialmente en dos aspectos claves: aprobar la negociación interempresa y terminar con la normativa que permitía reemplazar a los trabajadores en huelga. Semanas después de su asumir la primera magistratura, el nuevo gobierno convocó a un «Consejo de Diálogo Social», mesa tripartita compuesta por el Ministerio del Trabajo, la Central Unitaria de Trabajadores y la Confederación de la Producción y el Comercio. Su objetivo sería consensuar la reforma laboral. Tras 18 largos meses de negociación, el gobierno logró aprobar en septiembre de 2001 unas reformas laborales que no dejaron conformes ni a la CUT ni a la CPC.37

			La nueva legislación representó algunos avances en materia de derechos laborales, como la extensión de beneficios a los trabajadores part time y fueros sindicales durante la negociación colectiva. Asimismo, en abril de 2001 se aprobó la creación de un seguro de desempleo, inexistente en el país hasta ese entonces.38 Esto explicó la furia empresarial, que enfatizó el carácter cuasi apocalíptico de las reformas, las que supuestamente provocarían despidos y frenarían nuevas contrataciones. Esto era algo especialmente crítico, porque el país bordeaba una tasa de cesantía del 10% y un incremento de esta podía generar repercusiones políticas y sociales. Por su parte, los empresarios más recalcitrantes no vacilaron en declarar que las reformas laborales demostraban el carácter «totalitario» del gobierno de Lagos.39 

			Sin embargo, lo concreto es que no se materializaron las reformas «duras» al código laboral heredado de la dictadura. No fueron aprobadas ni la negociación interempresa ni el fin de la normativa que permitía el reemplazo de los trabajadores en huelga. Cuando las reformas fueron votadas en el parlamento, el dirigente socialista del CUT Arturo Martínez sintetizó el sentir de su organización: «Foxley (Alejandro), Boeninger (Edgardo) y los Zaldívar (Andrés y Adolfo) votaron junto a la derecha contra los trabajadores. Yo no sé por qué no se pasan definitivamente a la derecha y así no le siguen haciendo daño a la Concertación».40

			Según el investigador Volker Frank, las políticas laborales de la Concertación, incluida la del periodo de Ricardo Lagos, se basaron en una mirada minimalista de las relaciones laborales. Es decir, como una problemática sobre todo instrumental: una herramienta para evitar la conflictividad social. A diferencia de la legislación laboral europea, que otorga amplios derechos a los sindicatos, en Chile estos nunca fueron empoderados. Aprovechando su débil capacidad de presión y el reducido número de huelgas, los gobiernos de Aylwin, Frei y Lagos no se jugaron por una reforma laboral a fondo. Esto, conjugado con el veto legislativo que tenía la derecha en el parlamento, provocó los limitados avances en materia laboral durante estos años.41

			El Partido Comunista fue particularmente crítico ante esta opción minimalista. En tanto organización con fuerte presencia al interior del movimiento sindical, el PC consideraba que una de las principales deudas pendientes del programa original de la Concertación, presentado al país en 1989 por el entonces candidato Patricio Aylwin, era terminar con la legislación laboral creada por la dictadura. De esta forma, al igual que la cuestión de los derechos humanos, la ausencia de una verdadera voluntad política para llevar a cabo esta medida, junto a lo que se consideraba como constantes concesiones a la derecha y al gran empresariado, generaba un amplio rechazo entre la militancia y los cercanos al Partido Comunista. Gladys Marín y la dirección del PC criticaron con fuerza la reforma laboral de Lagos, tal como lo hicieron los sindicalistas pertenecientes al oficialismo. El comportamiento concesivo y gradualista del gobierno de Lagos ante esta reforma y, sobre todo, el olvido de sus promesas de campaña, facilitaron posicionar al PC y su militancia en la oposición al gobierno. 

			El tercer aspecto que facilitó las definiciones del PC ante el nuevo mandatario fue la orientación neoliberal de su política económica. Como se ha señalado, las administraciones concertacionistas se apartaron de las visiones más ultra-neoliberales, que apostaban a un ajuste automático de la economía. Por el contrario, promovieron cierta intervención del Estado en materia de equidad social.42 Sin embargo, en términos generales, el manejo del ministro de Hacienda de Lagos, Nicolás Eyzaguirre, no modificó la receta neoliberal, basada en la conocida fórmula de «mantener los equilibrios macroeconómicos». La reducción del déficit fiscal fue una obsesión del ministro Eyzaguirre, quien estableció la regla del superávit estructural. En la práctica, se expresó en la imposibilidad de ocupar el 1% del PIB en el gasto público.43 A pesar de un inicio plagado de dificultades y enfrentamientos con los gremios empresariales, la gestión económica del gobierno de Lagos terminó siendo halagada de manera casi unánime por el mundo empresarial.44 Por este motivo, tal como ocurrió con los derechos humanos y la legislación del trabajo, el gobierno de Lagos marcó claras continuidades con las administraciones anteriores. A los ojos de la militancia comunista, estos hechos confirmaban el pronóstico realizado por la dirección del PC sobre la orientación neoliberal del gobierno, su falta de voluntad política para implementar cambios de fondo a las leyes laborales y que, a pesar de sus discursos, se mostraba ambiguo en materia de «verdad y justicia».

			El X pleno del Comité Central del PC, realizado los días 29 y 30 de septiembre de 2000, realizó un negativo balance de los primeros seis meses del gobierno encabezado por Ricardo Lagos Escobar. De acuerdo al diagnóstico del máximo ente de decisión de los comunistas, no habían «razones objetivas para que se mantenga el clima de esperanza popular que había despertado» la llegada del nuevo mandatario. Los principales hitos negativos eran las negociaciones en torno a la «Mesa de Diálogo», que buscaban, decía el informe al pleno, «la impunidad a quienes cometieron crímenes de lesa humanidad». Respecto al avance de las reformas de las leyes del trabajo, el proyecto presentado por el ministro Ricardo Solari no solo era insuficiente, sino que «flexibiliza aún más las relaciones laborales». Además, «el seguro de desempleo se transformó en un fiasco». Por último, el equipo económico había decidido someterse, se decía, «a las exigencias del gran empresariado» y que había hecho «suyo el modelo económico neoliberal y lo desarrolla». Se concluía que esta actitud facilitaba «la ofensiva de la derecha» de cara a las próximas elecciones.45

			Desde nuestra óptica, esto explica, que a pesar de la crisis que generó la discusión sobre la segunda vuelta entre Lagos y Lavín, el PC no sufrió una fractura ni una fuga de militantes, tal como había ocurrido en la crisis del año 1990. En el fondo, el debate, si bien implicaba una definición de fondo (apoyar o no al candidato de la Concertación), no puso en tela de juicio el diagnóstico sobre el carácter de las administraciones concertacionistas ni las temáticas que no deberían ser negociadas con estas. Esto facilitó el manejo de la crisis por parte de la dirección y el consenso en aislar a los sectores más críticos, representados por la figura del presidente del Colegio de Profesores, Jorge Pavez Urrutia.

			Este fue el telón de fondo sobre el que se desenvolvió la línea política del Partido Comunista durante los primeros años del siglo XXI. Durante la década anterior, la organización había sintetizado su postura política como «revolución democrática». Esta partía del supuesto que, a pesar del término de la dictadura, la prolongación de su legado institucional y socioeconómico impedía afirmar que en Chile existía un régimen propiamente democrático. Frente a la complicidad de la Concertación, que, según los comunistas, consistentemente se había mostrado como sostenedora del modelo neoliberal, el PC planteaba constituir una «tercera fuerza» política de izquierda, que fuera una alternativa a la derecha y al oficialismo. Su objetivo sería desmontar la institucionalidad dictatorial y terminar con el modelo neoliberal. La forma de hacerlo sería a través de una «ruptura democrática» protagonizada por los sectores golpeados por el sistema. Su movilización obligaría a terminar con la política gradualista de la Concertación y abriría camino a la real democratización del país.46

			La coyuntura que se generó producto de los negativos resultados de la candidatura de Gladys Marín y las discrepancias internas que provocó la decisión de no llamar a votar por Ricardo Lagos en la segunda vuelta electoral, abrió el debate sobre el camino que debía seguir la colectividad. De manera más bien inusual en la historia del PC, quedaron dibujadas distintas sensibilidades o corrientes de opinión. A pesar de ser un partido que se vanagloriaba de su capacidad de «unidad de acción» y de la disciplina de sus militantes, el accionar de Jorge Pavez resquebrajó este mito partidario. Pero no fue el único, porque varios integrantes del Comité Central y otras estructuras (regionales y comunales) hicieron pública su posición a favor de votar por Ricardo Lagos en el caluroso verano de 2000.

			De esta forma, tomó fuerza una postura que visualizaba dos problemas en la conducción de Gladys Marín: una importante cuota de sectarismo y, muy unido a lo anterior, una fuerte dosis de voluntarismo, que llevaba al partido a posiciones «ultraizquierdistas» (sic). El sectarismo y el voluntarismo, se decía, tenían como principal efecto negativo provocar el aislamiento del partido e incapacitarlo para incidir en la vida política del país. Un extenso manuscrito elaborado por el militante Luis Barría Torres exponía este planteamiento. El autor pertenecía a la «vieja guardia» partidaria. Integrante del Comité Central durante la Unidad Popular, estuvo preso algunos años después del golpe de Estado. Durante la clandestinidad, tuvo importantes responsabilidades en los equipos políticos del PC. Por su trayectoria, era una voz reconocida dentro de la organización. 

			Para Barría, dentro de la Coordinación de Izquierda, que se había creado durante la campaña presidencial de Gladys Marín, se debía proponer «la creación de un movimiento más amplio, de lucha por la transformación democrática…». Según Barría, «la política de alianzas, nuestra capacidad de formar movimiento para la lucha, debe tener flexibilidad para que los objetivos estratégicos se abran paso». En el fondo, Barría, antiguo militante obrero formado al alero de la generación que pavimentó el camino al triunfo de la Unidad Popular, extrañaba la tradición aliancista del PC: «El partido tiene una muy larga experiencia de unidad de acción en la lucha por las más sentidas aspiraciones del pueblo… Siempre supo combinar los objetivos estratégicos en la lucha diaria sin que se le pueda acusar de transacciones». Esta forma de hacer política de los comunistas, continuaba Barría, era la que le había «dado triunfos de envergadura, que le hicieron tener una influencia decisiva».47 Estas expresiones, planteadas en un lenguaje contenido para evitar un tono confrontacional, representaban una crítica a la conducta sectaria que, para algunos militantes, se había traducido en no llamar a votar por Lagos en la segunda vuelta de la elección presidencial. Esta posición, aparentemente minoritaria durante los primeros años del siglo XXI, hizo su camino dentro del PC. En el informe al pleno del CC de abril de 2000, la dirección comunista reconocía la existencia de esta crítica, que se resumía indistintamente en frases como «una política de alianzas estrecha», «concepto de izquierda restrictivo» o «concepción rígida de la política por parte de un sector del CC». Remataba el mencionado informe que «algunos compañeros han calificado de ultraizquierdista a la Dirección del Partido».48

			Con todo, a pesar de ser minoritaria, la acusación de ultraizquierdismo contra la conducción tuvo expresiones no solo a nivel de la dirección nacional del PC (comité central), sino que también en instancias intermedias. Esto reflejó la magnitud de la crisis que sufrió el PC al despuntar el año 2000. En efecto, el debate alcanzó ribetes muy polémicos en el Comité Regional Metropolitano, el más importante del país y encabezado por Lautaro Carmona, considerado el dirigente más próximo a Gladys Marín. A él le correspondió enfrentar las acusaciones respecto a que la definición de votar nulo en la segunda vuelta habría sido una decisión inconsulta al conjunto de la estructura regional, la más importante del país. Además, según lo reconocía un informe interno, varios dirigentes regionales habían promovido la opinión de apoyar a Lagos, rompiendo el acuerdo tomado por la mayoría del comité regional: «En un acto que constituye un menosprecio por sus camaradas del Regional, teniendo la posibilidad de compartir sus opiniones, se ha elegido el camino de reproducir documentos por detrás del organismo, sin asumir responsabilidad sobre la responsabilidad impresa ni menos de su aparición en Internet», promoviendo su posición de apoyar a Lagos.49 

			En el debate que se generó dentro del regional metropolitano, las acusaciones contra la postura de mayoría fueron de «ultraizquierdismo» y «reinosismo», en alusión a la fractura que tuvo el PC en tiempos de Gabriel González Videla. Ante la ilegalización del partido, un sector de sus dirigentes, encabezado por Luis Reinoso, promovió la acción directa contra el gobierno. Expulsado por «ultraizquierdista», el concepto «reinosismo» se convirtió en el símbolo de quienes eran tentados –supuestamente– a caer en posiciones radicales que «alejaban al partido de las masas». En esa línea de crítica, la minoría de dirigentes del regional metropolitano acusaron que la dirección del PC, enceguecida ante la realidad, había pecado de «voluntarismo» al evaluar de manera exitista las posibilidades electorales de la candidatura de Gladys Marín. Como se sabe, esta obtuvo estuvo apenas sobre el 3% de los votos, lejos de los cálculos más optimistas del PC, que hablaban de «dos dígitos».50

			La manera como se resolvió la crisis fue muy distinta a la de 1990. Si en aquella ocasión se desencadenó una guerra civil interna, con posiciones políticas irreconciliables, en la coyuntura del año 2000 la dirección del PC actuó con cautela. En el marco del VIII pleno del CC, celebrado en abril de aquel año, se hizo público un mea culpa de Jorge Pavez, el integrante de esta instancia que había encabezado las críticas contra la dirección. En las resoluciones públicas del pleno, se señaló que Pavez había reconocido que solicitar la renuncia de Gladys Marín y de toda la Comisión Política por medio de la prensa (y peor aún, a través de El Mercurio), había sido un error. Por ello, se indicaba, «el CC acordó dar por superada esta situación».51 En los niveles intermedios, al menos públicamente, no hubo noticias de alejamientos o fracturas de algún tipo. En rigor, quienes se sublevaron en enero de 2000 acusando de ultraizquierdista a la dirección del PC, se quedaron en la organización. Por lo tanto, de manera subterránea, fuera del conocimiento de la opinión pública, quienes tenían una percepción crítica a formas y estilos a la dirección del partido continuaron militando en la organización. Lejos de formar un bloque común o una fracción, es posible hipotetizar que se fue conformando una especie de sentido común partidario, que progresivamente evaluó negativamente los intentos del PC por conformar una «tercera fuerza» política, sobre la base de una crítica intransigente a la Concertación.

			Durante los años 2000 y 2001, la posición del Partido Comunista fue derivando hacia posiciones más críticas, desde la izquierda, contra el gobierno de Ricardo Lagos. De acuerdo a los antecedentes expuestos más arriba, un segmento del CC y de la propia militancia comunista estimaba necesario evitar el «ultraizquierdismo». En la práctica, esto implicaba intentar algún tipo de acercamiento con el oficialismo. Así, a pesar de que Gladys Marín representaba una posición oficial particularmente dura contra Lagos y la Concertación, tenía que convivir dentro del PC con visiones que matizaban, con distintos énfasis, estos planteamientos. Por otro lado, como lo mencionábamos al comienzo de este capítulo, la ruta del oficialismo en materia de política económica, derechos humanos y reforma laboral permitió a Marín alinear a la militancia detrás de su liderato. Desde la subjetividad comunista, el gobierno de Lagos rápidamente despejó las dudas de su real vocación: la profundización del modelo neoliberal y posturas proempresariales. 

			Esta situación explica la aparente contradicción del accionar comunista durante los dos primeros años del siglo XXI. Por un lado, cada vez más crítico de la Concertación, a la que acusaban de mimetizarse con la derecha, y, por otro, abierto a llegar a acuerdos electorales con esta. Esto último se logró materializar muy parcialmente en las elecciones parlamentarias de 2001. De esta forma, las definiciones del PC durante este período fueron lo suficientemente laxas como para responder a las diferentes inquietudes de la militancia. Con la crítica a la Concertación se aplacaba a los «hijos de la Rebelión», aquella generación de militantes comunistas que se sentían herederos de las formas más radicales de lucha contra la dictadura y que rechazaban con ahínco los acercamientos con la Concertación. Con las propuestas electorales, que tenían antecedentes previos en la década de 1990, se apelaba a la tradición a la que aludían significativos segmentos de la militancia. En su autoimagen, como lo señalara Luis Barría en el citado documento, el PC era el campeón de la unidad de los sectores populares. Esa había sido la clave de sus éxitos en el pasado y, por lo tanto, debía ser una herramienta que no podía descartarse jamás dentro del quehacer político del partido. Su expresión más concreta debía expresarse en las elecciones. Así, durante el período de Gladys Marín, que se extendió hasta cuando cayó enferma a mediados de 2003, si bien convivieron estos dos caminos, el énfasis se puso en la dimensión crítica a la Concertación. Esto explica el giro hacia la izquierda de la política comunista hasta aquel año.

			Recién asumido Ricardo Lagos como Presidente de la República, el Partido Comunista definió su posición ante este como de «independencia positiva». Este planteamiento implicaba que el PC no se movía un ápice de su posición de construir «una alternativa de izquierda al sistema neoliberal». Sin embargo, la organización se comprometía a apoyar «todas las acciones y medidas que beneficien al pueblo». Aunque esta afirmación podía indicar cierta predisposición a acuerdos con el oficialismo, el programa mínimo de los comunistas estaba muy lejos de los planteamientos y orientaciones concertacionistas. El PC proponía reducir el gasto militar, efectuar una reforma tributaria, que el Presidente se hiciera parte de las querellas contra Pinochet, que se acogieran las demandas laborales de la CUT, entre otras demandas ajenas a la agenda política concertacionista.52

			Sin embargo, la magnitud de las diferencias internas que produjo la cuestión «segunda vuelta», provocó que la dirección del PC convocara a una Conferencia Nacional. Esta instancia es un evento partidario que solo está un peldaño más abajo que el Congreso Nacional, máximo espacio de discusión del PC. A través de la Conferencia, se convocó a la militancia de base a elegir delegados para que debatieran, junto al Comité Central, los caminos a seguir luego del remezón interno que implicó la crisis desatada a partir de los resultados de la elección presidencial de 1999. Durante el VIII pleno del Comité Central se propuso realizar un Congreso Extraordinario, cuestión que se rechazó porque «no han surgido elementos suficientes que [lo] ameriten».53Al interior de la cultura comunista, la realización de un «congreso extraordinario» habría significado reconocer un verdadero descalabro interno, que obligaba a reconsiderar tanto la línea política como la dirección del partido. Por ello, esta optó por el camino de reconocer oficialmente la existencia de la crisis (así se le mencionó en el VIII pleno), pero oxigenarla a través de la Conferencia, tratando de dejar en claro que ya había sido controlada y que, sobre todo, no existía un cuestionamiento ni a la dirección ni a Gladys Marín. 

			La forma de funcionamiento de una Conferencia Nacional se articula en torno a la discusión de un informe preparado por la Comisión Política. Normalmente la Conferencia lo aprueba, quedando definidas las líneas de acción política para el período siguiente. Durante el pleno de abril de 2000, el Comité Central resolvió las líneas gruesas del informe a la Conferencia Nacional, que se llevó a cabo a fines de mayo de aquel año. En primer lugar, ante los cuestionamientos públicos efectuados por Jorge Pavez y la sublevación de algunas estructuras comunales y regionales durante la segunda vuelta, la dirección intentó aclarar tres aspectos cruciales de su línea política, a saber, la llamada «contradicción fundamental» del período, la política de alianzas y la concepción de unidad de acción. La primera planteaba que el principal conflicto del período era la lucha entre democracia y neoliberalismo. Y que este último era representado por la derecha, pero también por la Concertación. Con esta tesis, se ponía un dique a cualquier posible acuerdo programático con el oficialismo. Si bien se reconocía que no eran exactamente iguales, el fondo del planteamiento se basaba en asimilar a la derecha con la Concertación.54

			Respecto a la política de alianzas, el Comité Central rechazó las acusaciones de sectarismo y ultraizquierdismo. Reiteraba que había sido correcto no apoyar a Ricardo Lagos, porque hubiera significado «negarnos como fuerza alternativa y negar la validez de nuestra candidatura, que expresaba la independencia de la izquierda». En el fondo, se justificó esta postura sobre la base de la tesis de que era la única forma de posicionar la «tercera fuerza» antineoliberal, la que solo lograría entendimientos y unidad con la base concertacionista.55

			Por último, respecto a la unidad de acción, el informe al VIII pleno del CC criticó a Jorge Pavez por hacer público su apoyo a Lagos, pero tampoco usó un lenguaje descalificatorio en su contra. En todo caso, las resoluciones de la Conferencia Nacional ratificaron de manera enfática que el principio de unidad de acción debía ser respetado y evitarse episodios como los ocurridos a comienzos del año 2000. Ya decíamos que Pavez y el resto de los involucrados no recibieron sanciones formales de ningún tipo, pero quedaban avisados que no se podían repetir hechos como estos.56

			Por otra parte, la Conferencia Nacional concluyó sobre dos aspectos que fueron importantes para la posterior evolución de la línea política del Partido Comunista. En primer lugar, ante el fracaso de la candidatura de Gladys Marín y el ascenso de la derecha, el PC se abrió a reconocer la profundidad de la hegemonía del modelo neoliberal en la sociedad chilena. Esto fue sintetizado en la frase que explicaba los resultados electorales, la que constataba «que existe un gran retroceso de la conciencia social». Al informe al VIII pleno no lo quedaba otra posibilidad que plantear que los sectores populares eran vulnerables al clientelismo y el populismo de derecha. Así, se deslizaba una crítica a los contenidos de la candidatura de Gladys Marín –por cierto, sin hacerlo explícito- porque, hasta ese momento, el PC se había enfocado en crecer electoral y socialmente a costa de la Concertación y no de la derecha: «Esto exige desarrollar un trabajo dirigido no solo hacia los desesperanzados de la Concertación, sino también hacia quienes votaron por la derecha obnubilados por su planteamientos de cambios».57

			En segundo lugar, la Conferencia Nacional reconoció que el PC padecía una «crisis orgánica», expresada en estructuras regionales que no funcionaban regularmente, la disminución del número de militantes respecto al XV y XX Congreso (1989 y 1994, respectivamente), aunque había aumentado levemente respecto al XXI (1998). A esta situación se sumaba la falta de recursos financieros para mantener funcionarios de tiempo completo. Esta combinación de factores, decía el informe de la comisión nacional de organización del partido, se manifestaba en la débil inserción de masas de la militancia comunista.58

			La suma de no haber aquilatado la penetración del neoliberalismo en la consciencia de la población y la débil inserción social de los comunistas, planteaba, concluía la conferencia, la necesidad de abocarse al estudio de las nuevas dinámicas productivas e ideológicas del capitalismo. Además, a volcar el trabajo militante hacia las organizaciones sociales, especialmente de los trabajadores. En particular, se definieron los siguientes focos estratégicos: «Del sector exportador, la minería, forestales, pesqueros, portuarios y transporte; del sector servicios, profesores, salud, bancarios, AFP, sector público, comercio; y del sector cultural y comunicaciones».59

			En este clima interno que intentaba calmar las aguas en la vida cotidiana de la colectividad, el Partido Comunista debió hacer frente a las elecciones municipales, cuyos resultados fueron muy incidentes en la manera como evolucionaron algunas de las tesis que el PC planteó durante los primeros meses del gobierno de Ricardo Lagos.

			Las elecciones municipales de 2000

			El Partido Comunista enfrentó las elecciones en medio de un clima político adverso. Acicateados por la exitosa campaña presidencial de Joaquín Lavín del año anterior, la UDI y sus aliados de Renovación Nacional optaron por «lavinizar» la elección municipal de 2000. Es decir, multiplicaron a nivel local la estrategia despolitizadora del exalcalde de la comuna de Las Condes. En esta ocasión, este se presentó de candidato por la comuna de Santiago, la más importante del país. La apuesta de la derecha era seguir potenciando el supuesto carácter realizador de Lavín, que se autoproclamaba alejado de la política contingente y preocupado de «los reales problemas de la gente».60 Por su parte, el conglomerado oficialista tenía como principal objetivo mantener la mayoría electoral obtenida en la segunda vuelta de enero de 2000. Sin embargo, la unidad concertacionista comenzó a mostrar las primeras fisuras, derivadas del paulatino ocaso de la Democracia Cristiana como partido mayoritario de la coalición. Por ello, en muchas alcaldías, el oficialismo se presentó dividido. Dado el carácter indirecto de la elección de los alcaldes (eran designados por los concejales que resultaban electos), las pugnas dentro de la Concertación permitían pronosticar que la derecha elegiría ediles en municipios tradicionalmente liderados por el oficialismo. De esta forma, encabezados por Joaquín Lavín, a la sazón el político más popular del país, la derecha estaba razonablemente optimista ante los posibles resultados, de la primera elección municipal del siglo XXI. 

			La posición del Partido Comunista ante las dos coaliciones había quedado trazada con las tajantes declaraciones de Gladys Marín: las diferencias entre la Concertación y la derecha eran importantes en algunas materias, pero en el fondo, ambas fuerzas eran solo «dos variantes del sistema», porque, según señalaba Marín, «la Concertación ha gobernado en consenso con ella y ha legitimado su Constitución y el modelo económico». Por ello, «el único camino» que tenía el sector político que representaba el Partido Comunista era construir la alternativa de izquierda: «Oponemos, cueste lo que cueste, la más consecuente de las rebeldías». En efecto, para Marín, «el camino es la resistencia al modelo», por lo que su colectividad debía «continuar el camino de la ruptura, la desobediencia, resistirnos, no aceptar que el mercado, en el que cual todo tiene su precio, sea el que dicte las formas de vida…».61 Por lo tanto, el PC levantó, nuevamente, una lista municipal propia, con socios provenientes de pequeños grupos de izquierda y descolgados de la Concertación, que carecían de real inserción social y peso político en el país. Esto implicó enfrentarse con escuálidos recursos materiales a las coaliciones mayoritarias, que bombardeaban al país con publicidad, en una época que el gasto electoral no estaba regulado. Por este motivo, la elección municipal se visualizaba como una verdadera «odisea» para la lista encabezada por los comunistas. 62

			De esta forma, la Conferencia Nacional de fines de mayo de 2000 confirmó la postura «alternativista» de los comunistas que, en rigor, los condenaba a ser una fuerza política excluida de los medios de comunicación y de los debates nacionales. Defensora de principios intransables, como lo planteaba Gladys Marín, la lista municipal del PC tuvo un fuerte carácter testimonialista, pues era muy difícil que eligiera algún alcalde. A pesar de contar con una plataforma municipal plagada de propuestas, que se enfrentaban sobre todo a las prácticas clientelistas promovidas por la UDI y Joaquín Lavín, el PC no pudo evitar el aislamiento. Sus tradicionales intentos de politizar la elección municipal, conectando los problemas sociales cotidianos de las personas, con cuestiones de carácter nacional, tuvieron escaso eco en medio del apogeo de la campaña despolitizadora de Joaquín Lavín. 63

			Sin embargo, reflejando que al interior de la dirección del PC existía inquietud por la exclusión de la colectividad de la agenda pública nacional, durante la campaña municipal se plantearon algunas proyecciones del futuro inmediato de la política chilena. El integrante de la Comisión Política del PC Juan Andrés Lagos explicaba así los matices de la postura de la colectividad. Por un lado, ratificaba la tesis de la construcción de la «alternativa de izquierda» (tercera fuerza), que se diferenciara de lo que los comunistas denominaban «los partidarios del sistema». Pero a partir de un análisis que proyectaba el fortalecimiento de la derecha y la debacle electoral de la Concertación, planteaba que era plausible, en el marco de las elecciones parlamentarias de 2001, que el PC lograra algún tipo de acuerdo electoral con el oficialismo. De esta manera, la colectividad podría romper su aislamiento de la política institucional, gracias a su eventual retorno al parlamento.64 

			Bajo este análisis, era fundamental para los comunistas tener un buen desempeño electoral, que le permitiera sentarse a negociar con la Concertación en mejores condiciones. Así, incluso en una etapa de crisis y de reafirmación del liderazgo de Gladys Marín, representante de las posiciones más decididamente anticoncertacionistas, el Partido Comunista evaluaba la cuestión electoral, su participación en el parlamento y las negociaciones con la criticada Concertación como un aspecto relevante de su diseño político. Era la respuesta para quienes, desde dentro y fuera de la organización, acusaban que el PC era un partido testimonialista, que había olvidado hacer política y que carecía de una real vocación de poder. El objetivo de conseguir ser un partido con incidencia política efectiva, como había sido la tónica por lo menos hasta mediados de la década de 1980, seguía siendo un factor en antiguos y nuevos dirigentes del PC. Con todo, la resolución de la tensión entre la construcción de una «alternativa de izquierda», especie de fórmula de camino propio de los comunistas, y la estrategia de la negociación electoral «por arriba» con la élite concertacionista, en los años siguientes se convirtió en el centro de gravedad del debate interno del PC. ¿Sería posible que convivieran ambas posturas?

			Los resultados de las elecciones representaron un fuerte incremento de la votación de la derecha, tal como lo habían pronosticado las encuestas previas. La coalición liderada por Joaquín Lavín obtuvo un 32,5% en las municipales de 1996, contra un 39,1% en 2000, lo que significaba un alza del 6,6%. Los analistas de la época coincidieron que esta alza había sido a costa de electorado que antes había votado por la Concertación.65 Esta, por su parte, también se dio por ganadora, pues con el 52,1% de la votación siguió siendo el sector que contaba con mayoría absoluta entre el electorado, aumentado su respaldo en comparación a la votación de Lagos en enero del mismo año (51,1%). De todas maneras, la espectacular votación de Lavín en Santiago centro (61% de los votos) y el triunfo de candidatos de la UDI en comunas de extracción popular producto del divisionismo al interior de las filas de la Concertación, provocaron que la derecha fuera la real triunfadora de las elecciones municipales.66

			Tal como se ha dicho, esta elección demostró que la estrategia de construir «la alternativa» fuera de los grandes pactos electorales estaba reportando negativos desempeños electorales al Partido Comunista. 67
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			A pesar que a todas luces los resultados eran negativos (descenso neto y porcentual de la votación), la dirección del PC lo consideró «un buen resultado», aduciendo la cantidad de votos obtenidos en algunas comunas y el contexto adverso en las que se desarrollaron. Con todo, luego de la elección, Juan Andrés Lagos, sin duda que a nombre de la dirección del PC, insistía en que la colectividad debería intentar «alianzas tácticas» con la Concertación, aunque conservando su carácter opositor y su definición como una fuerza antisistema.68 El trago amargo de las elecciones municipales del año 2000, en donde las fuerzas de derecha parecían empezar a asegurar a su carta presidencial para el año 2005, no pudo ser disimulada ni con la elección del militante comunista José Figueroa como alcalde de la ciudad de San Fernando, ubicada en la VI Región del país. Tal como lo señalaba un análisis de la época, la izquierda aglutinada en torno al Partido Comunista estaba claramente estancada desde el punto de vista electoral. Esto se traducía, a la postre, en su escasa incidencia en la política nacional.69 En un contexto de crisis del movimiento sindical y de baja en las movilizaciones estudiantiles, otrora espacios en el mundo social que le habían permitido ganar visibilidad a los comunistas, la colectividad de la hoz y el martillo se vio en la necesidad de intentar tomar nuevas iniciativas políticas.

			Los dos caminos: negociación electoral «por arriba» y radicalización 
político-social «por abajo»

			Luego del exiguo resultado de las elecciones municipales del año 2000, el Partido Comunista debía enfrentar un cuadro político cuesta arriba de cara al siguiente desafío: las parlamentarias del año 2001. Para definir sus líneas de acción, entre los días 8 y 10 de diciembre de 2000 se realizó el XI pleno del Comité Central. En esta reunión del máximo ente dirigente del PC se definieron dos líneas de acción para el período. Estas representaron las dos «almas» que se trataban de conjugar al interior de la dirección de la colectividad. Por un lado, la necesidad de salir del aislamiento político e intentar convertirse en un actor político incidente en la realidad. Para ello, debía tratar de capitalizar su presencia al interior de las organizaciones sociales y sobre todo su apoyo electoral, que frisaba el 5%. Por otro, su radical oposición a la lógica continuista y concesiva de la Concertación y del gobierno de Ricardo Lagos, al que se responsabilizaba del ascenso electoral de la derecha. A ojos del PC, la fórmula de los acuerdos con la derecha finalmente solo favorecían a este sector, que tras las elecciones municipales parecía consolidar sus opciones presidenciales para el todavía lejano proceso presidencial del año 2005. De esta forma, el PC intentó articular un diseño sobre la base de dos líneas difíciles de conjugar: acuerdos electorales «por arriba» y radicalización política y social contra el neoliberalismo «por abajo». En la práctica, esto se expresó en que el PC realizó una nueva propuesta de acuerdo electoral con la Concertación, en vistas a las elecciones parlamentarias que se efectuarían a fines de 2001. Asimismo, en el desarrollo de una tesis política basada en la profundización de la crítica contra la Concertación, que se tradujo en la reafirmación de los trabajadores como el sujeto fundamental del cambio social y el horizonte de construcción socialista. De esta manera, en 2001, al interior del PC se desarrollaron dos líneas de acción que, a los ojos de su equipo dirigente, eran complementarias. 

			La tesis que radicalizó la crítica del PC contra la Concertación se comenzó a desarrollar en el mencionado XI pleno del Comité Central, realizado en diciembre de 2000. El informe al encuentro planteaba que el puntapié inicial de la discusión era intentar explicar las razones del alza electoral de la derecha, los grandes ganadores de las municipales. Además, buscar comprender por qué el apoyo que obtenían los comunistas y los representantes de izquierda en organizaciones sociales como la CUT, los profesores, los trabajadores de la salud y de los estudiantes, no se traducía en respaldo electoral. Estas interrogantes, reconocía el informe al pleno, habían provocado discrepancias al interior del Comité Central y otras estructuras partidarias. Estas se arrastraban desde el verano de 2000, cuando muchos militantes habían sido partidarios de apoyar a Ricardo Lagos. Por este motivo, la primera determinación realizada por el XI pleno fue ratificar las tesis de la Conferencia Nacional de mayo: la Concertación era sostén del modelo neoliberal y, por ello, el PC debía ser un tajante opositor a su gobierno. Por este motivo, el cambio social y político al que aspiraban los comunistas no se lograría negociando con ellos. Se obtendría a través de la denominada «ruptura democrática» que, para producirse, requeriría «como condición el crecimiento y el fortalecimiento de las organizaciones sociales». Así, lo fundamental para los comunistas era ganar espacios en la base social para «ganar conciencias en favor de la ruptura».70

			En este contexto, el diagnóstico comunista era descarnado. Alejándose de su tradicional optimismo histórico, se reconocía la profundidad de la derrota estratégica generada por la caída del socialismo real, el avance del sentido común neoliberal entre la ciudadanía y, sobre todo, la enorme debilidad de la organización. En medio del auge de la despolitización y el incremento del descrédito de la política, el informe al pleno señalaba que «la Jota no logra crecer, los sindicatos no se fortalecen y no se registra una tendencia espontánea de los trabajadores a la organización clasista». Además, «las iniciativas de movilización se ven más como acciones independientes que como parte de un claro proceso de acumulación de fuerzas».71 En otras palabras, el PC reconocía, luego de diez años intentándolo, que había fracasado en sus intentos de generar un movimiento de masas contra el modelo neoliberal.

			Ante este negativo escenario, la dirección comunista optaba por el camino de fortalecer sus alianzas «en el mundo político-social», que deberían sumar, «independiente de sus militancias, a todos quienes están por romper con el bipolarismo y se plantean la necesidad de instalar una fuerza antineoliberal». Se trataría de una corriente cuya base principal «sería lo social, donde se funda… el Movimiento de Recuperación Sindical». Así, bajo la conducción de la CUT, el Colegio Médico, los profesores, los estudiantes y otras fuerzas sociales, se organizaría un referente autónomo perteneciente al mundo social, opositor a las políticas neoliberales.72 En una entrevista anterior al XI pleno, Gladys Marín adelantaba las implicancias políticas de estas definiciones, en el sentido de acentuar el carácter antisistémico del Partido Comunista, convirtiéndolo en un factor dinamizador de la movilización y la protesta social: «Hay que organizar la movilización. Hoy la tarea principal es organizar las luchas, las demandas del pueblo y eso exige una actitud diferente de nuestra parte». Marín resumía así esta nueva disposición: «Se necesita mayor rebeldía contra este sistema».73
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